
 

 

Neuquén, 14 de Mayo de 2018. 

 

 

Sras. 

Defensor de los Derechos 

Del Niño y del Adolescente n° 1,2 y 3 

I Circunscripción Judicial 

Leloir y Entre Ríos - Ciudad de Neuquén 

Poder Judicial del Neuquén 
S______ ____/_      ______D 

 

 

 

 

                        Referencia: Oficio s/n°  /18. 

Nota N° 05/18. 

 

 

 

 

                                                           Me dirijo a Ud. en respuesta a oficio de referencia 

emanado de esa defensoría, debiendo al respecto formularle las siguientes consideraciones. 

 

                                                           En primer orden, corresponde señalar que comparto con 

Ud.; lo mismo que con el resto de las partes interesadas: Consejo Provincial de Educación, 

Entidades Sindicales, padres, alumnos y la sociedad en su conjunto, la preocupación por el 

funcionamiento del servicio educativo.  Precisamente, la importancia que el caso merece, 

genera un deber a esta autoridad de obrar con el debido cuidado y prudencia, a fin de no 

generar expectativas que no se puedan cumplir y; aún menos, que puedan agravar el actual 

conflicto entre las partes. 

 

                                                               En lo atinente a la calificación por su parte en base a 

citas de normas provinciales que expone, debe tenerse presente que el régimen legal que 



 

corresponde a la calificación de un servicio público como esencial, es normativa de fondo 

definida en el art. 24 y c.c. de la Ley 25877, Decreto Nacional 272/2006, Decreto Nacional 

1095/2017. 

 

Tales normas, se enmarcan en directivas, doctrina y 

recomendaciones emitidas por la Organización Internacional del Trabajo y sus órganos de 

control, para el caso Comité de Libertad Sindical. 

 

El servicio educativo no se encuentra previsto como 

un servicio esencial, evidencia de ello es que no existen antecedentes de su inclusión ni 

habilitación por vía de excepción ni a nivel nacional ni en las otras jurisdicciones 

provinciales. Aún frente al caso, el procedimiento previsto para su habilitación se cumple 

ante la Comisión de Garantías.  El caso, pone en crisis no uno, sino tres derechos de rango 

constitucional; el derecho a trabajar, el de huelga y el derecho a la educación. 

 

En segundo término, esta administración del trabajo 

a lo largo de los años cuenta con diversos antecedentes, lo que da a la presente respuesta una 

base empírica concreta; por ej. Expediente n° 5410-002679/2011, por citar un caso, en los 

que invariablemente la competencia de este organismo ha sido cuestionada invocándose 

parcialidad y conflicto de interés fundado en la dependencia funcional del Poder Ejecutivo. 

De modo que no es correcto suponer que una resolución como la expresada en su oficio pueda 

resolver un conflicto ya que el propio marco se encontraría cuestionado. 

 

Lo expuesto, me permite concluir que: en el actual 

contexto del conflicto de marras, no resulta oportuno emitir una resolución como la indicada 

por Usted por no contar posibilidad de facilitar la resolución del conflicto. 

 

No puedo concluir el presente, sin señalar que a 

diferencia de esta autoridad administrativa, la autoridad judicial cuenta con facultades 



 

resolutivas y coercitivas, de modo que tal ámbito; en su caso, tal vez resulte el más idóneo 

para la tutela del derecho invocado. 

 

Sin otro particular, saludo a Usted con atenta y 

distinguida consideración.- 

 

 

 

 

Proc. José Ernesto Seguel 

Subsecretario de Trabajo 

Provincia del Neuquén 

 

   
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


